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FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA. [S]i lo que pretendía el señor Henao Alarcón era actuar en calidad de agente oficioso del señor Ospina Mejía, tampoco se demostraron las razones por las cuales el titular de los derechos fundamentales reclamados no puede ejercer su propia defensa. En ese sentido, debe recordarse que la Corte Constitucional se ha referido a la figura de la agencia oficiosa, asegurando que la misma sólo opera cuando quien está siendo afectado en sus derechos se encuentra imposibilitado para defender sus derechos por sí mismo: “…se debe tratar de una verdadera imposibilidad, no cualquier dificultad para cumplir una obligación implica que esta deba ser tenida por imposible.” (Sentencia T-634 de 2008). Conforme a lo expuesto hasta ahora, considera esta Corporación que el A quo debió advertir la falta de legitimación en la causa por activa al momento de recibir la presente solicitud de amparo y estudiar primigeniamente el contenido de la misma, por lo tanto, no le queda alternativa diferente a esta sede de segunda instancia que decretar la nulidad de todo lo actuado en este asunto, inclusive desde el auto proferido el 1º de septiembre de 2017, mediante el cual avocó su conocimiento, para en su lugar rechazar el amparo instaurado, tal y como lo ha indicado también la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en asuntos como el presente, donde no se ha cumplido con el presupuesto de la legitimación en la causa por activa (…).
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por COLPENSIONES, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 14 de septiembre del año que transcurre, mediante el cual tuteló los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social del señor HENRY OSPINA MEJÍA. 
ANTECEDENTES:
El señor Humberto de Jesús Henao Alarcón, quien manifestó que actuaba como agente oficioso del señor Henry Ospina Mejía, instauró la presente acción constitucional en contra de Colpensiones por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y seguridad social de su agenciado. Lo anterior, con base en los hechos que se relacionan a continuación:

· El señor Ospina Mejía de 64 años de edad, había laborado en el año 1971 para la empresa Pedro N. Quintero Soto y CIA. (extinta), desde el 1º de septiembre de 1971 hasta el 3 de julio de 1974, y a partir de ese último año inició labores en la empresa Industrias Aladino, también extinta, sin que se conozca el paradero de sus propietarios.
· El 2 de febrero de 2017 elevó un derecho de petición ante Colpensiones, por medio del cual requirió que se hicieran algunas correcciones en su historia laboral para posteriormente solicitar el reconocimiento de una indemnización sustitutiva de vejez.
· El 24 de abril de 2017 recibió respuesta de Colpensiones en la que se le afirmó que una vez verificadas sus bases de datos se encontró que se trataba de un homónimo, por lo que los aportes no se reflejaban en el reporte de semanas cotizadas, y en cambio,  le solicitaron que suministrara los siguientes documentos: tarjetas de reseña, aviso de entrada del trabajador, carné de afiliación, ello con el fin de soportar su reclamación en el tiempo requerido y así realizar la corrección respectiva.

En ese sentido, considera el actor que Colpensiones ha sido negligente al dilatar su proceso y trasladarle a sus afiliados las múltiples deficiencias administrativas al interior de esa entidad, aun cuando sabe que es su deber de proporcionar la información completa y comprensible de su historia laboral.
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados, solicitó el accionante que se ordene a Colpensiones la corrección de su historia laboral, reportando las semanas faltantes, correspondientes a los períodos comprendidos entre los años 1971 y 1981. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 1º de septiembre de 2017, y ordenó la notificación y traslado a Colpensiones, en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 14 de septiembre de 2017 tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social del señor Henry Ospina Mejía, y en consecuencia de ello, ordenó a Colpensiones que corrigiera y actualizara la historia laboral del accionante, este es, incluyendo los aportes correspondientes al tiempo de servicios que prestó a las empresas Pedro N. Quintero Soto y Cía., Industrias Aladino entre 1971 y 1981, para lo cual le concedió el término de 48 horas. 

Igualmente, ordenó a la entidad accionada que dentro de las 48 horas siguientes a la fecha en que se corrija la historia laboral del señor Henry, procediera a resolver la solicitud de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez.

Lo anterior porque al evaluar el contenido de la respuesta emitida por Colpensiones, consideró el Juez de primera instancia que la misma no cumplía con los requisitos jurisprudenciales referentes al derecho de petición, de emitir un pronunciamiento completo, de fondo, claro, preciso y congruente con lo solicitado,  toda vez que la entidad no había emitido una respuesta acorde con lo solicitado, ni adelantó ninguna gestión tendiente a verificar por qué los reportes de las semanas cotizadas del actor eran inconsistentes. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones, allegó un memorial mediante el cual la impugnó. 
Expuso que esa entidad mediante oficio del 24 de abril del año que transcurre con la guía GN0367016701139, dio respuesta de fondo a la solicitud presentada por el señor Henry Ospina Mejía, en la cual se le requirió para que aportara unos documentos que son indispensables para poder adelantar el proceso de corrección a que haya lugar. 
En cuanto a la orden de resolver la solicitud de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez, señaló que el actor cuenta con otros mecanismos de defensa, máxime cuando no ha radicado ninguna solicitud al respecto en esa administradora. 
Así las cosas, solicitó que se revoque el fallo de primer grado, y en su lugar se declare la improcedencia de la acción de tutela por existencia de otros mecanismos judiciales de defensa; además, pidió que se disponga la vinculación de los empleadores Pedro N. Quintero Soto y Cía. e Industrias Aladino para que se pronuncien sobre su obligación de pago de los aportes al fondo de pensiones en favor del accionante.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1382 de 2000. 
Le correspondería determinar a esta Corporación si la decisión de primer nivel estuvo acertada al conceder la protección de las prerrogativas constitucionales de las cuales es titular el señor Henry Ospina Mejía, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Lo anterior por cuanto, si bien es de conocimiento general que la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento; al respecto, debe decirse que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 hace referencia a las personas que están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”. Tal normativa alude que: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
En ese sentido debe precisarse que, en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo la presentación de una de las siguientes dos figuras: la del agente oficioso, o la del apoderado judicial. Sobre este tópico, se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”

En el caso que concita la atención de la Colegiatura, se tiene que el señor Humberto de Jesús Henao Alarcón acude al presente mecanismo constitucional propugnando por la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al señor Henry Ospina Mejía por parte de Colpensiones, sin embargo, aunque en su escrito inicial alude que actúa bajo la figura del agente oficioso, no indica cuál es la razón por la que el señor Ospina Mejía no puede incoar la solicitud de manera personal, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderado judicial, pues aunque allegó un “poder” obrante a folio 9 del encuadernado, no hay nada que acredite que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, ya que no hay claridad acerca de su título como profesional del derecho. Al respecto dijo la Corte Constitucional en la Sentencia T-493 de 2007, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 previamente citado:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la necesidad de cumplir con los requisitos generales que establece el Decreto 196 de 1971 sobre el ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.

De acuerdo a lo anterior, y como viene de decirse, el señor Humberto de Jesús aportó un escrito que tiene como referencia “poder especial”, el cual fue otorgado en la Notaría Tercera de Pereira por el señor Henry Ospina Mejía para presentar la acción de tutela en contra de Colpensiones, sin embargo, no se encuentra acreditado dentro de la foliatura que además de su intención de actuar en pro de sus intereses, ostente la calidad de abogado.  

Ahora bien, si lo que pretendía el señor Henao Alarcón era actuar en calidad de agente oficioso del señor Ospina Mejía, tampoco se demostraron las razones por las cuales el titular de los derechos fundamentales reclamados no puede ejercer su propia defensa. En ese sentido, debe recordarse que la Corte Constitucional se ha referido a la figura de la agencia oficiosa, asegurando que la misma sólo opera cuando quien está siendo afectado en sus derechos se encuentra imposibilitado para defender sus derechos por sí mismo: “…se debe tratar de una verdadera imposibilidad, no cualquier dificultad para cumplir una obligación implica que esta deba ser tenida por imposible.” (Sentencia T-634 de 2008).

Conforme a lo expuesto hasta ahora, considera esta Corporación que el A quo debió advertir la falta de legitimación en la causa por activa al momento de recibir la presente solicitud de amparo y estudiar primigeniamente el contenido de la misma, por lo tanto, no le queda alternativa diferente a esta sede de segunda instancia que decretar la nulidad de todo lo actuado en este asunto, inclusive desde el auto proferido el 1º de septiembre de 2017, mediante el cual avocó su conocimiento, para en su lugar rechazar el amparo instaurado, tal y como lo ha indicado también la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en asuntos como el presente, donde no se ha cumplido con el presupuesto de la legitimación en la causa por activa: 
“En ese orden de ideas, al no cumplirse el presupuesto de procedibilidad de legitimación por activa, lo procedente será abstenerse de resolver la impugnación formulada, decretar la nulidad de la actuación a partir del auto mediante el cual el Tribunal a quo admitió a trámite el libelo y en consecuencia, rechazar la demanda de tutela presentada por SEBASTIÁN GÓMEZ SÁNCHEZ.

Lo anterior, no obsta para que GÓMEZ SÁNCHEZ acuda a la vía de tutela, en representación del verdadero afectado con la presunta vulneración de garantías fundamentales endilgada a la autoridad accionada, claro está, siempre y cuando cumpla los requisitos exigidos en el Decreto 2591 de 1991 para la admisión de la demanda.”

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD  del fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 14 de septiembre de 2017, de acuerdo a lo manifestado en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: RECHAZAR la solicitud de amparo invocada por el señor HUMBERTO DE JESÚS HENAO ALARCÓN, quien dijo actuar como agente oficioso del señor HENRY OSPINA MEJÍA en contra de Colpensiones, por falta de legitimación en la causa por activa. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
�Sentencia T-176/11 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Tutela ATP5886-2017 - Radicación N.º 93648 – MP. Patricia Salazar Cuéllar
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